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SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0149
Hora: 10:00 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado Itinerante de Pereira, en donde aparece como entidad accionada la Registraduría Nacional del Estado Civil.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. La actora indicó que nació el 30 de agosto de 1983 en Mérida, Venezuela, es hija de Fiveida Sánchez y Jesús Arévalo Peña Carrero, su madre nació el 21 de marzo de 1968 en Calarcá, Quindío, y fue registrada en la Notaría Primera del Círculo de dicho municipio el 5 de octubre de 1979.
Su madre nunca realizó el trámite de la cédula colombiana, pues desde muy temprana edad se domicilió en Venezuela donde adquirió la nacionalidad, luego de contraer matrimonio con su padre, quien es venezolano.

Informó que su madre falleció el 14 de julio de 2014 en el estado de Mérida, Venezuela.

Adujo la actora que por la crisis que está atravesando su país, debió trasladarse a Colombia en donde adelantó el trámite para legalizar su situación como hija de madre colombiana.  Por lo tanto, acudió a la Registraduría Nacional del Estado Civil con el fin de que se le expidiera el registro civil de nacimiento y luego  adquirir la cédula de ciudadanía, pero allí le informaron que dicho procedimiento no podía llevarse a cabo por cuanto a su madre nunca se le había expedido la cédula de ciudadanía colombiana.  
Por lo anterior, la accionante consideró vulnerados sus derechos fundamentales a adquirir la nacionalidad por nacimiento y domicilio,  al trabajo, a la seguridad social, a la salud y a la igualdad.  En tal sentido, solicitó: i) ordenar al Registrador Nacional del Estado Civil y/o a quien corresponda, que en el término de 48 horas, realice el trámite para obtener el registro civil de nacimiento y ii) ordenar al Registrador Nacional del Estado Civil le expida su cédula de ciudadanía (Fls. 1-3).
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 4-17) 

2.3.  Mediante auto del 18 de diciembre de 2017 el juzgado de primer grado avocó el conocimiento de la acción de tutela y ordenó correr traslado de la misa a la Registraduría Nacional del Estado Civil (Fl. 19).

3. RESPUESTA  A LA DEMANDA
3.1. REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
El Jefe de la Oficina Jurídica (E) de la Registraduría Nacional del Estado Civil manifestó que para la expedición de la cédula de ciudadanía a la accionante es necesario que se efectúe la inscripción en el registro civil nacional, por cuanto sin la claridad y certeza de la identidad, que solo debe ser una, no es viable la producción del documento requerido, máxime cuando el registro civil de nacimiento es el documento base o soporte por excelencia para solicitar la cédula de ciudadanía, de conformidad con lo establecido en el artículo 62 del Decreto 2241 de 1986 (Código Electoral) y demás normas concordantes, siendo este la prueba única del estado civil de una persona.
En cuanto al procedimiento que se debe agotar para la inscripción de personas nacidas fuera del territorio nacional de padres colombianos se tiene que el Decreto 356 de 2017 permite realizar la inscripción extemporánea de nacimiento de los colombianos nacidos en el exterior, con la salvedad que el único documento antecedente válido será el registro civil de nacimiento del país de origen, adelantado en idioma español y presentado debidamente apostillado o legalizado, según corresponda.
Por ende, se le indicó a la actora que primero debe adelantar lo señalado por la Dirección Nacional de Registro Civil, y a partir de ello la Registraduría Nacional del Estado Civil hará lo concerniente a la entrega a la cédula de ciudadanía requerida y en tal sentido, explicó el procedimiento respectivo, el cual fue puesto en conocimiento de la señora Peña Sánchez.

De lo anterior, la entidad solicitó denegar la presente acción, toda vez que no se vulneraron o se pusieron en peligro derechos fundamentales (Fls. 24-30).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 29 de diciembre de 2017 el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado Itinerante de esta capital declaró improcedente la acción de tutela instaurada por la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez, en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil, toda vez que no halló vulneración de derechos fundamentales ante la falta de presentación del registro civil de nacimiento ante la entidad accionada para proceder con la expedición de la cédula de ciudadanía  (Fls. 32-33)
La señora Peña Sánchez fue notificada del fallo anterior mediante el oficio Nº024 el 2 de enero de 2018 (Fl. 36).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

5.1. Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 5 de enero de 2018, la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez presentó un escrito mediante el cual señaló que sus derechos fundamentales continúan vulnerados, en razón a que acudió a la Registraduría Especial a realizar el trámite de acuerdo con lo señalado en el oficio radicado AT-3229 -2017, pero en esa entidad le informaron que  debía aportar la copia de la cédula de ciudadanía de su madre, pero este documento es imposible de allegar, toda vez que su progenitora murió y  no cuenta con el mismo. 

Por lo tanto, solicitó que se modifique el fallo en el entendido de ordenar a la Registraduría Nacional del Estado Civil que le expida el registro civil como hija de madre colombiana, según lo dispuesto en el artículo 96 de la Constitución Nacional (Fl. 37).

Adjuntó copia del oficio AT-3239-2017 (Fls. 38-40)

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. 

6.5.  En atención al caso concreto se hace alusión a la sentencia T-965 de 2008, la cual reitera que la nacionalidad como fundamento jurídico para la expedición de la cédula de ciudadanía, así:
 
“3.1 De conformidad con el artículo 96 de la Constitución Política, modificado por el artículo primero del Acto Legislativo 01 de 2002, se es nacional colombiano por nacimiento o adopción. De este modo, será nacional colombiano por nacimiento, el natural que cumpla una de dos condiciones: (i) que el padre o la madre hayan sido naturales o nacionales colombianos; o (ii) que siendo hijo de extranjeros, alguno de sus padres estuviere domiciliado en el país al momento del nacimiento. Igualmente, será nacional colombiano por nacimiento, el hijo de padre o madre colombianos que hubieren nacido en tierra extranjera y luego se hayan domiciliado en territorio colombiano o registraren en una oficina consular del país. Y, serán nacionales colombianos por adopción, los extranjeros que soliciten y obtengan carta de naturalización; los latinoamericanos y del Caribe domiciliados en Colombia que, de conformidad con la ley, pidan ser inscritos como colombianos; y los miembros de los territorios indígenas que comparten territorios fronterizos.

 

(…) 3.4 Dado lo anterior, el Decreto 2241 de 1986 “Por el cual se expide el Código Electoral”, en su artículo 64, establece los requisitos que se deben demostrar ante la Registraduría Nacional del Estado Civil o sus registradurías delegadas, para obtener el documento de identidad mediante el cual se acredita la ciudadanía. Así, el citado artículo señala:

 
“Para obtener la cédula de ciudadanía se necesita acreditar la edad de 18 años cumplidos y la identidad personal mediante la presentación ante el Registrador del Estado Civil o su Delegado, del registro civil de nacimiento o la tarjeta de identidad, la carta de naturaleza en el caso de los nacionalizados y la de inscripción en el de los hispanoamericanos y brasileños por nacimiento.
Del mismo modo, el alto Tribunal Constitucional dijo que la cédula, según el ordenamiento jurídico colombiano, sirve, entre otros aspectos, para acreditar la mayoría de edad y la ciudadanía. Sin embargo, solo puede ejercer la ciudadanía quien sea nacional colombiano, pues así lo establece la normatividad vigente sobre el tema y así lo dijo esta Corporación en la Sentencia T-965 de 2008, “es preciso señalar que el ordenamiento jurídico colombiano prevé la nacionalidad como un presupuesto imprescindible para el ejercicio de la ciudadanía y todos los derechos y deberes que se derivan de ésta”.

6.6.   En el asunto bajo estudio, observa la Sala que la promotora de la  presente acción constitucional es una mujer de nacionalidad venezolana quien reclama por esta vía se ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil que le expida su registro civil de nacimiento para luego acceder a la cédula de ciudadanía colombiana, a lo cual manifiesta tener derecho por cuanto su madre  nació en Calarcá, Colombia.  Al respecto, debe decirse que la Constitución Nacional señala en su artículo 100 que “los extranjeros disfrutarán de los mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos (…)” y en tal virtud, la Corte Constitucional ha reiterado que los extranjeros gozan de una serie de derechos que se encuentran reconocidos en la Constitución, el Bloque de Constitucionalidad y algunas normas de orden legal. Este reconocimiento se debe, en parte, a que el artículo 13 de la C.N. y en la Sentencia T-421 de 2017 dijo lo siguiente:
“6.4.         Ahora bien, la Corte Constitucional en Sentencia C- 913 de 2003 señaló que esto no es óbice para concluir que en todos los casos las garantías, derechos y beneficios que genera el Estado colombiano se tienen que dar en igualdad de condiciones a extranjeros y nacionales[74], precisando que “(e)l derecho a la igualdad no presenta, en todos los casos, el mismo alcance para los extranjeros que para los nacionales[75]. En efecto, cuando el legislador establezca un trato diferente entre el extranjero y el nacional, será preciso examinar i) si el objeto regulado permite realizar tales distinciones[76]; ii) la clase de derecho que se encuentre comprometido[77]; iii) el carácter objetivo y razonable de la medida[78]; iv) la no afectación de derechos fundamentales; v) la no violación de normas internacionales[79] y vi) las particularidades del caso concreto[80].”
(…)   En conclusión, en jurisprudencia constante la Corte ha sostenido que toda persona, incluyendo a los extranjeros que se encuentren en Colombia, tienen derecho a un mínimo vital, es decir, un derecho a recibir una atención básica por parte del Estado en casos de extrema necesidad y urgencia, en aras a atender sus necesidades más elementales y primarias[85], con el fin de no desconocer su dignidad humana. Además, conforme a lo expuesto se les debe garantizar, por las entidades competentes, el acceso al sistema de salud, en la modalidad que corresponda a cada caso. Por ello, no es aceptable que las autoridades con base en excusas de orden procedimental ignoren las finalidades de las garantías que el ordenamiento pone en cabeza de los extranjeros que viven en Colombia y de aquellos que buscan la obtención de su nacionalidad, según el caso. (…)” 
6.7. De acuerdo a los precedentes jurisprudenciales, la Sala advierte que en este caso específico la accionante busca la protección de derechos de rango fundamental, como nacionalidad, personería jurídica e igualdad; por lo tanto, resulta procedente la acción de tutela ante la situación de desplazamiento que viven actualmente los venezolanos que han buscado refugio en este país.  Como consecuencia, la Sala pasará a estudiar el caso en concreto con el fin de determinar si la entidad accionada vulneró los derechos fundamentales invocados por la actora. 
6.8.  De las pruebas allegadas por la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez  con la demanda de tutela y que al parecer fueron radicados en la Registraduría Nacional del Estado Civil para la expedición de su registro civil de nacimiento, se observan copias de los siguientes documentos:
· Registro civil de nacimiento No.4311170 de la Notaría 1ª de Calarcá, Quindío a nombre de la señora Fiveida Sánchez nacida el 21 de marzo de 1968 en ese municipio (Fl. 4)
· Partida No.437 del 18 de octubre de 1983 a nombre de Lisbeth Carolina donde aparece que es hija de la señora Fiveida Sánchez de Peña “colombiana” y Jesús Arévalo Peña Carrero “venezolano”, el cual aparece autenticado por la registradora civil municipal de Campo Elías del Estado Bolivariano de Mérida (Fl. 6), firma que fue legalizada por la Registradora Auxiliar del Registro Principal del Estado Bolivariano de Mérida (Fl. 7), la que a su vez fue legalizada por el Director General del Servicio Autónomo de Registros y Notarías (Fl. 8).
· Registro de Defunción expedido por la Comisión de Registro Civil y Electoral a nombre de la señora Fiveida Sánchez legalizado por las respectivas autoridades (Fls. 10-13).
· Cédula de identidad V16.201.076 a nombre de la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez expedida por la República Bolivariana de Venezuela (Fl. 14)

· Pasaporte a nombre de la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez expedida por la República Bolivariana de Venezuela (Fl. 15)

6.9.  Por su parte, la Registraduría Nacional del Estado Civil  explicó tanto en la respuesta a la acción de tutela (Fls. 24-26) como a la señora Peña Sánchez en el oficio con radicado interno AT-3239-2017 (Fls. 27-29), que la expedición de la cédula conlleva una serie de pasos que inician con la recepción de la información del ciudadano en cualquiera de las Registradurías, consecuentemente, el material de cedulación es remitido a cada uno de los centros de acopia a nivel departamental para adelantar el proceso de digitalización y envío a las oficinas centrales de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
6.10.  El Decreto 356 de 2017  “Por el cual se modifica la Sección 3 del Capítulo 12 del Título 6 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho” señala el su artículo 2.2.6.12.3.1 el trámite para la inscripción extemporánea de nacimiento en el Registro Civil “Por excepción, cuando se pretende registrar el nacimiento fuera del término prescrito en el artículo 48 del Decreto ley 1260 de 1970, la inscripción se podrá solicitar ante el funcionario encargado de llevar el registro civil, caso en el cual se seguirán las siguientes reglas”:

“1. La solicitud se adelantará ante el funcionario registral de cualquier oficina del territorio nacional o en los consulados de Colombia en el exterior.

2. El solicitante, o su representante legal, si aquel fuere menor de edad, declararán bajo juramento que su nacimiento no se ha inscrito ante autoridad competente, previa amonestación sobre las implicaciones penales que se deriven del falso juramento.

3. El nacimiento deberá acreditarse con el certificado de nacido vivo, expedido por el médico, enfermera o partera, y en el caso de personas que haya nacido en el exterior deberán presentar el registro civil de nacimiento expedido en el exterior debidamente apostillado y traducido.

(…) 7. Cuando el solicitante del registro extemporáneo sea mayor de 7 años, el funcionario encargado del registro civil, con el fin de comprobar la veracidad de lo manifestado en la solicitud y cuando no pueda hacer la consulta en línea, deberá:

 Remitir a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia la información aportada por el solicitante, para que la Entidad como autoridad migratoria realice las verificaciones del caso para determinar si la persona es extranjera o no.

 Remitir a las oficinas centrales de la Registraduría Nacional del Estado Civil las impresiones dactilares de quien se pretende inscribir, para verificar si el solicitante ya tiene cédula de ciudadanía o tarjeta de identidad expedida con anterioridad y sí utilizó para ello, como documento base, registro civil de nacimiento.

Las entidades en mención deberán dar respuesta al funcionario encargado del registro civil dentro de los términos establecidos en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

8. Si analizada la solicitud en su integridad, se encuentra que la información dada por el solicitante es veraz, el funcionario encargado del registro civil procederá a elaborar y autorizar la inscripción del registro civil de nacimiento. Los documentos que presenten con la solicitud se archivarán en carpeta con indicación del número de serial que respaldan.” 
Artículo 2.2.6.12.3.2. Inscripción en el Registro Civil de nacimiento de una persona nacida en el extranjero hija de padre o madre colombiano. Cuando el nacimiento hubiere ocurrido en el extranjero, es indispensable que al menos uno de los padres se encuentre debidamente identificado como nacional colombiano de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1°, 2° y3° de Ley 43 de 1993. De lo contrario, no podrá inferirse el cumplimiento de lo establecido en el numeral 3 del artículo 44 del Decreto ley 1260 de 1970.
Artículo 2.2.6.12.3.2. Inscripción en el Registro Civil de nacimiento de una persona nacida en el extranjero hija de padre o madre colombiano. Cuando el nacimiento hubiere ocurrido en el extranjero, es indispensable que al menos uno de los padres se encuentre debidamente identificado como nacional colombiano de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1°, 2° y3° de Ley 43 de 1993. De lo contrario, no podrá inferirse el cumplimiento de lo establecido en el numeral 3 del artículo 44 del Decreto ley 1260 de 1970.” 
6.11. La Registraduría Nacional del Estado Civil emitió la Circular No.145 del 17 de noviembre de 2017 con el fin de “dar alcance y ampliación al término de vigencia de la circular No.064 del 18 de mayo 2017 sobre las directrices para la inscripción extemporánea en el registro civil de hijos de colombianos nacidos en Venezuela”, dispuso el procedimiento general para la inscripción extemporánea de nacimiento ocurrido en la República Bolivariana de Venezuela en el registro civil colombiano y allí se señaló:

“1.1. (…) podrá solicitarse excepcionalmente la inscripción, mediante la presentación de dos testigos hábiles quienes presentarán declaración bajo juramento mediante la cual manifiesten haber presenciado, asistió o tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento del solicitante, acompañada del registro civil sin apostillar”

“1.2. De acuerdo con lo consagrado en el artículo 3º de la Ley 43 de 1993, se probará la nacionalidad colombiana del padre o madre de quien se pretenda inscribir con la cédula de ciudadanía o con la tarjeta de identidad en casos de ser menores de 18 años” (…)

“ 2. Inscripción en el Registro Civil de nacimiento de mayores de siete (7) años de edad

(…)  2.2.  

(…) Corresponderá al Registrador Municipal ante quien se presente la solicitud, calificarla y recibir las declaraciones rendidas por los testigos, haciendo uso de los formatos establecidos para tal fin en la Circular No.052 de 2017 y remitir toda la documentación a la Registraduría Especial del Departamento competente”

De acuerdo a lo anterior, la señora Lisbeth Carolina Peña Sánchez para obtener la cédula de ciudadanía reclamada por esta vía constitucional, deberá agotar previamente el procedimiento dispuesto por la Registraduría Nacional del Estado Civil como lo es la inscripción extemporánea de nacimiento en el registro civil colombiano, el que se encuentra contemplado en las normas y directrices a las que se hicieron referencia anteriormente. 
6.12. Sin embargo, como la señora Peña Sánchez  no acreditó cuál de las Registradurías Especiales o Municipales  le negó inscripción extemporánea en el registro civil, puesto que no obra dentro de la foliatura prueba alguna que demuestre que la misma hubiera presentado una solicitud formal junto con todos los requisitos exigidos para tal fin, la Sala considera que el juez constitucional no puede intervenir en este caso específico y pasar por alto trámites legalmente determinados para beneficiar a la accionante sin el cumplimiento de las exigencias legales que se han dispuesto para el trámite reclamado, pues acceder a sus pretensiones sería como ir en contra del mismo y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los demás nacionales venezolanos que los asociados, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas extranjeras de nacionalidad venezolana que han acatado las normas para acceder a la inscripción extemporánea para luego obtener la nacionalidad por nacimiento en Colombia.

6.13. Consecuente con lo discurrido, no se puede concluir que la Registraduría Nacional del Estado Civil o alguna de sus Delegadas Especiales  o Municipales con su actuar hubiera vulnerado derechos fundamentales a la señora Peña Sánchez. Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-130 de 2014, reiteró lo siguiente:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el 
Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la  T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”

En conclusión, esta Colegiatura confirmará la sentencia estudiada.
DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley.  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 29 de diciembre de 2017, proferida por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Lisbeth Carolina Peña Sánchez en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.
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